
flexibilizar en Penta pero te aseguro
que no habrá respaldo explícito”.

Herrera testificó que “todo siguió un
curso normal hasta el año 2018, que
recuerdo que Manuel (Guerra) pidió
reunión con Jorge Abbott respecto del
caso Penta”, y, dice, que plantea “la
tesis que, según él, el cohecho era muy
débil y estaba pensando en recalificar
por enriquecimiento ilícito (...). Eso
implicaba que no iba a haber imputa-
ción contra (Carlos) Lavín y (Carlos)
Délano”. A ellos se los condenó, pero
en un procedimiento abreviado, a
cuatro años de libertad vigilada inten-
siva, una multa y la asistencia a un
programa de ética empresarial, lo que
cumplieron. 

Fernández, por su parte, comentó
que el caso fue “polémico” porque se
consiguió un desafuero, el del senador
Iván Moreira, y luego se buscó “arri-
bar a una suspensión condicional”.

Audio. Estos darían cuenta de que el
exfiscal regional de la zona Oriente
buscó “flexibilidad” en Penta. Así, le
dijo en una ocasión a Hermosilla, por
ejemplo: “Yo el martes tengo reunión
con él (Jorge Abbott, fiscal nacional
de la época) para convencerlo de

Distintos testimonios ha recogido el
fiscal regional de Arica, Mario Carrera,
en la investigación de dirige contra el
exjefe de la jurisdicción metropolitana
Oriente Manuel Guerra, por sus actua-
ciones en el marco del caso Penta.
Algunas de las últimas declaraciones
corresponden a ex y actuales directi-
vos de la Fiscalía Nacional, como
Marta Herrera, exjefa Anticorrupción,
y Manuel Fernández, quien sigue enca-
bezando la Unidad Especializada de
Delitos Económicos del organismo de
persecución penal, entre otros, quienes
cuestionarían las decisiones que adop-
tó Guerra entre diciembre de 2017 y
marzo de 2018 en esa causa, donde se
pesquisó el financiamiento irregular de
la política, según publicó ayer Ciper. 

Meses atrás se conocieron los chats
que Guerra intercambió en esa época
con el penalista y exasesor de Interior
Luis Hermosilla, formalizado en el caso

RECOGIDOS EN INDAGATORIA DERIVADA DEL DENOMINADO CASO AUDIO:

Testimonios de ex y actuales directivos 
de la Fiscalía Nacional cuestionan decisiones
de exfiscal Manuel Guerra en caso Penta 

Manuel Guerra fue el fiscal regional me-
tropolitano Oriente. 
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Dos automóviles fueron quemados la
madrugada de ayer en la intersección de
las calles Los Papiros con Chiloé, en la
comuna de Puente Alto. Estaban estacio-
nados cerca de una plaza, sin patente para
identificarlos.
Se pesquisa la razón por la cual estos
vehículos fueron incendiados, aunque los
investigadores sospechan de que fueron
utilizados para cometer algún delito. 
El teniente de Carabineros Diego Benavi-
des señaló que la fiscalía instruyó las
diligencias del caso al personal del Servicio
de Encargo y Búsqueda de Vehículos
(SEBV) para verificar los antecedentes de
los automóviles.JO
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Investigan quema de dos vehículos en Puente Alto

“La familia cree que pudo haber
habido negligencia en el tratamiento de
sus datos de asilo. Es una de las distin-
tas líneas de investigación que la fiscalía
está obligada a profundizar”, planteó
ayer el abogado Juan Carlos Manríquez
a EFE. El profesional representa a la
viuda del exteniente venezolano Ronald
Ojeda (32), disidente del régimen de
Nicolás Maduro y de cuyo secuestro —y
posterior asesinato— se cumple hoy un
año. “Ojeda era necesario para manifes-
tarle a todos los jóvenes disidentes que
nadie estaba a salvo en ninguna parte,
que iban a ser ejecutados allá donde
estuvieran”, comentó.

Manríquez abordó los pasos que la
familia espera que se den en la indaga-
toria en torno al plagio y crimen del
exuniformado.

El abogado señaló que solicitarán
diligencias para indagar si “por negli-
gencia, desidia, mala fe o simple descui-
do las autoridades chilenas facilitaron a
las venezolanas la ubicación de Ojeda en
virtud de un convenio de cooperación
bilateral en materia policial firmado
entre ambos países semanas antes del
asesinato del exteniente”.

Ronald Ojeda fue secuestrado el 21 de
febrero de 2024 por un grupo de hom-
bres que estaban vestidos con el unifor-
me de la Policía de Investigaciones
(PDI) de Chile. Las cámaras de seguri-
dad del edificio donde residía registra-
ron cómo estas personas lo sacaron de
su departamento sujeto del cuello y lo
subieron a un automóvil.

Días después, su cadáver fue encon-
trado sepultado debajo de un bloque de
cemento en una toma de Maipú. Hasta
ahora, se han detenido imputados rela-
cionados con el crimen de Ojeda en
Chile, Colombia, Costa Rica y Estados
Unidos, varios vinculados a la célula del
Tren de Aragua “Los Piratas” pero, aún
no se establece quién está detrás del
crimen, “quiénes fueron los autores
intelectuales y cuánto se pagó por este
crimen”, afirmó Manríquez. Por ahora,
las principales sospechas del Ministerio
Público apuntan al régimen de Venezue-
la, dado que testigos indicarían que
Diosdado Cabello, ministro del Interior
de ese país, habría encargado y pagado
por su homicidio. El Gobierno ha dicho
que recurrirá a la Corte Penal Interna-
cional (CPI) si se confirma esa tesis. 

A UN AÑO DEL SECUESTRO DE EXTENIENTE VENEZOLANO: 

Familia de Ronald Ojeda pide investigar
si por eventual “negligencia” autoridades
chilenas facilitaron su ubicación

Ronald Ojeda fue secuestrado por hombres que simulaban ser funcionarios de la
PDI el 21 de febrero de 2024. Su funeral fue el 8 de marzo de ese año.
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Eran pasadas las 14:00 horas
del viernes 14 de febrero cuando
los tripulantes del helicóptero
HO-31, contratado por el Servi-
cio Nacional de Prevención y
Respuesta ante Desastres (Sena-
pred) para combatir incendios
forestales en el país, sintieron di-
versos impactos: eran perdigo-
nes percutados por un arma de
fuego. Esto, mientras realizaban
labores para controlar un sinies-
tro en Collipulli, en la Región de
la Araucanía. 

Al momento del ataque, la ae-
ronave se encontraba a una altu-
ra aproximada de 15 metros, y
luego de los disparos, el piloto
logró realizar las maniobras pa-
ra salir del lugar. 

Desde el primer momento,
autoridades locales y del Go-
bierno calificaron el hecho co-
mo “grave”, ya que además se
suma a al menos otros dos aten-
tados en el marco del combate a
incendios: en Galvarino, bom-
beros fueron atacados a tiros,
mientras que en Arauco, otro
helicóptero fue baleado en el
mismo contexto.

“Nosotros no queremos estig-
matizar a nadie, pero la concen-
tración de intencionalidades en
la Región de La Araucanía y en el
Biobío son bien evidentes”, se-
ñalaba el subsecretario del Inte-
rior, Luis Cordero, tras el hecho,
agregando que “el disparar a
una aeronave que está comba-
tiendo un incendio es el equiva-
lente a atentar contra cualquier
servicio de seguridad y de ur-
gencia en nuestro país”, y lo
comparó con “disparar contra
una ambulancia”.

Pese a anunciar una querella
por Ley de Seguridad del Esta-
do, se ha instalado un debate
respecto de por qué no se invo-
ca la Ley Antiterrorista frente
a hechos de este tipo, lo que ha
sido descartado, por ahora,
desde el Ejecutivo. La discu-
sión se ha visto potenciada,
además, por distintas declara-
ciones del ministro de Agri-
cultura, Esteban Valenzuela,
quien , e l martes , en radio
ADN, señaló que “es un acto
absolutamente de carácter te-
rrorista”, pero luego de que el
Gobierno descartara quere-
llarse por dicha norma, cam-
bió el término hacia el de “te-
rrorífico”.

n Eventual figura de “lobo
solitario”, según Cordero

No existirían elementos para
configurar las hipótesis que
plantea la mencionada ley, se-
gún el subsecretario del Interior. 

“Solo recordar que la nueva
Ley Antiterrorista es una ley que
establece delitos y acciones con-
tra asociaciones terroristas, que
son tres o más personas que,
concertadas y regularmente co-
meten este tipo de delitos”, sos-

tuvo, puntualizando que “la fi-
gura que nosotros hemos visto
estos días no cabe dentro de esa
hipótesis, sino que podría eva-
luarse a partir de aquella que se
denomina ‘lobo solitario’. Sin
embargo, para que esa hipótesis
se dé, la ley establece algunos

elementos que, por ahora, el Eje-
cutivo prefiere reunir en la in-
vestigación que lleva a cabo el
Ministerio Público”.

Y, en este sentido, Cordero dijo
que “el Ejecutivo por ahora ha
decidido, con los antecedentes
que tiene, invocar la Ley de Segu-

ridad del Estado, por afectar un
servicio esencial que comprome-
te el orden público. Pero esto no
excluye que, según avance la in-
vestigación y los antecedentes
que reúna el Ministerio Público,
el Ministerio del Interior decida
ejercer otro tipo de acciones”.

n Llaman a atender antece-
dentes “históricos”

En este escenario, entre abo-
gados penalistas y académicos
no hay una postura unívoca
frente a la decisión adoptada por
el Gobierno.

Por ejemplo, la abogada pena-
lista Catherine Lathrop advierte
que “el Ejecutivo una vez más
toma decisiones técnicas (jurídi-
cas), preso de sus sesgos ideoló-
gicos o complejos y no conforme
a la normativa legal vigente”.

Y agrega que “puede inferirse
que el subsecretario (Cordero)
entrega una serie de anteceden-
tes con el objeto de justificar la
no invocación de la
nueva Ley Antite-
rrorista, los que
aparte de ser par-
ciales, aparecen co-
mo impropios para
quien tiene la labor
de proteger a la
ciudadanía frente a
actos que son cla-
ramente terroristas y no como ya
es una tónica, ir por lo menos y
despreciar una normativa más
robusta”.

De esta forma, dice, “uno es-
pera del Ejecutivo —en su rol de
querellante— que, atendidos los
antecedentes de este hecho co-
mo también los históricos, hicie-
ra uso de todas las herramientas
legales para que quien investiga
(el Ministerio Público) sea quien
determine si es una organiza-
ción o un ‘lobo solitario’ y no sea

el Ministerio del Interior el que
se restrinja”.

Así, plantea que, “una vez
más, el Ejecutivo queda al debe
en materia preventiva y reactiva
respecto de los chilenos”.

n Conducta no entraría en
la norma

En tanto, la también penalis-
ta María Cecilia Ramírez cree
que “la respuesta del subsecre-
tario Cordero obedece más a
una sana prudencia, pues de
los antecedentes que se dispo-
nen por ahora, al parecer, no
permitirían subsumir la con-
ducta en los delitos que con-
templa la nueva Ley Antiterro-
rista, puesto que dice que debe
tratarse del articulo 14 D inciso
primero y segundo de la Ley de
Control de Armas para caso de
asociaciones terroristas”.

Y, en este sentido, añade que
“el articulado de la nueva Ley
Antiterrorista no contempla el
disparo o disparos en cuestión;
fíjate que en el inciso primero
(del referido artículo de la Ley de
Armas) se refiere a bombas o ar-
tefactos explosivos, incendia-
rios, corrosivos”.

Por su parte, el ex fiscal jefe de
La Serena Marcelo Sanfeliú
plantea que “la clave está en sa-
ber cuáles son los antecedentes
de la investigación del Ministe-
rio Público y cuáles tiene el Go-
bierno. Si es una o más personas
es algo que está o debería estar
en el curso de la investigación”.

Sin embargo, afir-
ma que “lo que sí es-
tá presente siempre
cuando el Ejecutivo
ejerce acciones es un
componente políti-
co. Y aquí, me imagi-
no, ese componente
está sobre la mesa al
momento de tomar

este tipo de decisiones”.
De hecho, asegura, “la Ley

de Seguridad del Estado tiene
más componentes políticos.
Incluso parte de la coalición de
gobierno, en particular el Fren-
te Amplio y el PC, ha sido con-
traria a su aplicación y aboga
por que se derogue. De hecho
por los actos violentos en el es-
tallido social, en particular
quema de buses y estaciones de
metro, se opusieron tenazmen-
te a su uso”.

Por disparos a helicóptero que combatía incendios forestales en Región de La Araucanía

“Sesgos ideológicos” vs. “prudencia”:
División entre abogados por decisión del
Gobierno de no usar Ley Antiterrorista 

OLIVER RODRÍGUEZ

Desde el Ejecutivo han señalado que, por
ahora, los antecedentes encajarían con la
norma de Seguridad del Estado. Sin
embargo, entre expertos hacen llamado a
que sea la fiscalía la que discrimine.

El helicóptero realizaba labores para el
Servicio Nacional de Prevención y Respues-
ta ante Desastres (Senapred) en distintos
siniestros forestales. 

ATAQUE
El helicóptero HO-31

recibió cuatro disparos
de perdigones en
Collipulli, el 14 de

febrero.

La aeronave recibió cuatro
impactos de perdigones en
Collipulli, Región de La Arau-
canía, mientras combatía un

incendio forestal.

‘‘Uno espera del
Ejecutivo (...) que hiciera uso
de todas las herramientas
legales para que quien
investiga (el Ministerio
Público) sea quien determine
si es una organización o
un ‘lobo solitario’ y no sea
el Ministerio del Interior
el que se restrinja”.
............................................................................

CATHERINE LATHROP
ABOGADA PENALISTA

‘‘El articulado
de la nueva Ley
Antiterrorista no
contempla el
disparo o disparos
en cuestión (...) se
refiere a bombas o
artefactos explosivos,
incendiarios,
corrosivos”.
.....................................................

MARÍA CECILIA RAMÍREZ
ABOGADA PENALISTA

‘‘La Ley de
Seguridad del Estado
tiene más componentes
políticos. Incluso parte de
la coalición de gobierno,
en particular el Frente
Amplio y el PC, ha sido
contraria a su
aplicación y aboga por
que se derogue”.
................................................................

MARCELO SANFELIÚ
EXFISCAL JEFE DE LA SERENA
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